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	I. INTRODUCCIÓN








En esta interesante y polémica Sentencia se debaten fundamentalmente dos temas. Por un lado, se discute si es correcto y conforme a la Constitución presentar una cuestión de inconstitucionalidad en relación con normas preconstitucionales en determinadas circunstancias (y, por ende, la admisibilidad o no de la citada cuestión). Y, por otro lado, se debate el tema de fondo: si las normas sobre las que se centra el proceso (todas ellas anteriores a la Constitución y algunas tan antiguas como la Ley 2 del Título XV de la Partida II) son o no contrarias a la Constitución, en concreto a su art. 14, que enuncia el principio de igualdad y de no discriminación por razón de sexo. 





Las normas cuestionadas establecen el régimen de sucesión de los títulos nobiliarios, que impone el llamado principio de masculinidad o varonía, esto es, la preferencia del varón sobre la mujer en los casos de igualdad de línea o grado.





Antes de adentrarnos en el análisis de cada una de estas cuestiones, haremos una breve referencia al supuesto de hecho que motivó la Sentencia y a los antecedentes jurisprudenciales sobre el tema objeto de litigio. Dicha Sentencia fue dictada en el procedimiento iniciado por la  cuestión de inconstitucionalidad núm. 661/1996, planteada por la Sección Decimotercera de la Audiencia Provincial de Madrid en relación con el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948, el art. 5 del Decreto de 4 de junio de 1948, el art. 13 de la Ley Desvinculadora de 1820, las Leyes 8 y 9 del Título XVII del Libro X de la Novísima Recopilación, y la Ley 2 del Título XV de la Partida II, por supuesta vulneración del art. 14 de la Constitución. 





	El proceso a quo se desarrolló como sigue: doña Mª del Pilar C.O. presentó en su día demanda de juicio declarativo de mayor cuantía pretendiendo se declarara su mejor derecho a ostentar los títulos nobiliarios objeto del litigio frente a su hermano, menor en edad, don Rafael. El Juzgado de Primera Instancia núm. 51 de Madrid dictó Sentencia desestimatoria de la demanda. La actora civil interpuso recurso de apelación ante la Audiencia, cuya Sección Decimotercera acordó, previos los trámites oportunos, el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad ya referida. 





	En el Auto de planteamiento de la cuestión, que inicia el proceso ad quem ante el Tribunal Constitucional, la Audiencia Provincial expone las razones que le han llevado a solicitar del Alto Tribunal un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de las normas de Derecho histórico citadas. Explica el Auto que la Sala Primera del Tribunal Supremo había declarado -en diversos pronunciamientos- la derogación del principio de masculinidad o varonía en la sucesión de los títulos nobiliarios, por su contradicción con el art. 14 de la Constitución, en línea jurisprudencial uniforme desde la Sentencia de 20 de junio de 1987. 





Y, comoquiera que la Audiencia sostenía la tesis contraria, de pervivencia y conformidad con la Constitución de dicho principio, decidió someter la cuestión al Tribunal Constitucional. De los argumentos expuestos en el Auto se deduce claramente que no dudaba de la constitucionalidad de las normas citadas, sino que, al contrario, estaba convencida de su adecuación a la Constitución. La única razón que alega, pues, para plantear la cuestión de inconstitucionalidad es la presunta discrepancia entre la jurisprudencia del Tribunal Supremo mencionada y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional expuesta en la STC 27/1982, en cuanto que ésta estableció “que el carácter discriminatorio de los títulos nobiliarios está ínsito en su propia naturaleza jurídica y carece de relevancia constitucional”, según expresión utilizada por la Sentencia 126/1997 que comentamos, recogiendo la jurisprudencia anterior del Tribunal Constitucional.





Ahora bien, aunque se hubiese producido efectivamente esta discrepancia, resulta más que discutible que fuese pertinente plantear por ello una cuestión de inconstitucionalidad, como pusieron de manifiesto el Fiscal General del Estado y el Voto Particular de D. Pedro Cruz Villalón en el procedimiento objeto de nuestro interés y como expondremos más adelante. Pero es que, además, no se produce en absoluto dicha discrepancia, ya que los supuestos de hecho objeto de litigio en la STC 27/1982 y en la mencionada jurisprudencia del Tribunal Supremo a partir de su Sentencia de 20 de junio de 1987 son diferentes y esta diferencia es claramente relevante en relación con la argumentación que pretende extrapolarse de uno a otro supuesto. 





En efecto, en la STC 27/1982, lo que se cuestionaba era la validez de una condición para heredar un título nobiliario impuesta por la Carta de Concesión del mismo en 1733, que consistía en la necesidad de casar con una persona de origen noble. En esta Sentencia, el Tribunal Constitucional afirmó que:





“…no se puede inferir que a la hora de condicionar la adquisición por vía hereditaria de un título nobiliario haya de considerarse como discriminatorio e inconstitucional el hecho de casar con noble, pues en fin de cuentas son de la misma índole el hecho condicionante y el hecho condicionado y tan anacrónico y residual es aquél como éste, pero no siendo inconstitucional el título nobiliario no puede serlo supeditar su adquisición por vía sucesiva al hecho de casar con noble” (F.J. 3º).





En la misma Sentencia 27/1982 (F.J. 2º) se consideró que la existencia de los títulos nobiliarios está plenamente reconocida en nuestro ordenamiento jurídico posconstitucional, en concreto en el art. 62.f) de la Constitución y en diversas normas de rango reglamentario(1)�, y  no supone una discriminación vetada por el art. 14 de la Constitución, ya que dichos títulos no tienen más contenido jurídico que el derecho al uso de un nombre, sin que puedan implicar atribución de función, ni cargo público, ni derecho de contenido relevante alguno. Pero, en coherencia con esta afirmación, si se considera que la existencia de los títulos nobiliarios no es discriminatoria, tampoco lo será la condición de casar con persona de origen noble para poder adquirir por sucesión hereditaria uno de tales títulos. Así, se expresa literalmente dicha Sentencia:





“En el caso que se debate la condición no es contraria, por discriminatoria, al art. 14, porque, de otorgarse el amparo resultaría la insalvable contradicción lógica de ser la nobleza causa discriminatoria y, por ende, inconstitucional a la hora de valorar la condición para adquirir el título, pero no a la hora de valorar la existencia misma y la constitucionalidad del título nobiliario en cuestión” (F.J. 3º).





Incidimos en esta cuestión porque, como luego veremos, el Tribunal Constitucional, en la Sentencia 126/1997 que comentamos, utiliza el mismo argumento que empleó esta Sentencia 27/1982, pero en un supuesto de hecho completamente distinto y al que no puede extrapolarse el mismo razonamiento que acabamos de ver. 





En efecto, en la STC 126/1997 la cuestión que se debatía era la de la constitucionalidad y, por tanto, la validez, de las normas de Derecho histórico que imponían la preferencia del varón sobre la mujer en la sucesión de los títulos nobiliarios.  Es evidente que se trata de una cuestión bien distinta. Y no me refiero al reproche moral que pueda merecer una diferencia de trato basada en el sexo o en la circunstancia de contraer matrimonio con persona que posea o no títulos nobiliarios -reproche que puede ser idéntico-, sino a la coherencia lógica de la argumentación que concluye en que, si se acepta la existencia de los títulos nobiliarios, ha de aceptarse también una condición que se refiera a la sucesión de los mismos. 





Pues bien, el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 126/1997, utiliza la argumentación ya expuesta para justificar la constitucionalidad y, por tanto, la validez de la preferencia del varón en la sucesión nobiliaria. Pero la condición de ser varón no es asimilable a la condición de casar con noble a los efectos de la sucesión de títulos nobiliarios. Ésta última está lógicamente relacionada con su consecuencia -aunque pueda ser discutible-, mientras que la condición de ser varón no tiene relación directa con su consecuencia(2)� -para heredar un título nobiliario no se requieren especiales cualidades varoniles- y, además, y ésto es más importante, se trata de una circunstancia expresamente incluída entre las vetadas por el art. 14 de la Constitución como motivo para justificar una diferencia de trato jurídico.





Sobre esta cuestión volveremos más adelante, al tratar el tema de fondo debatido en la Sentencia. Pero hay que recordar aquí que en la STC 27/1982, cuyas argumentaciones ha utilizado el Tribunal Constitucional en la Sentencia 126/1997 que comentamos, se puso de manifiesto la necesidad de controlar la constitucionalidad de diversos aspectos de los títulos nobiliarios, una vez reconocida la validez actual de los mismos. De esta forma, dijo el Tribunal en 1982:





“Mas no por ello es irrelevante para el Derecho -los títulos nobiliarios-. Precisamente por no serlo, éste puede y debe controlar la legalidad y aún la constitucionalidad de determinados aspectos de las nuevas concesiones (…), de las transmisiones, de las rehabilitaciones o del uso de las mismas” (F.J. 2º). 








Con lo que expresa la necesidad de adecuar el régimen de los títulos nobiliarios a la Constitución. 





Así pues, como hemos visto, no existía discrepancia entre la STC 27/1982 y la línea jurisprudencia del Tribunal Supremo que entendía derogado el principio de varonía en la sucesión de los títulos nobiliarios. Sin embargo, la Audiencia consideró que sí se daba esta discrepancia y presentó la cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional. Ahora bien, como ya dijimos antes, aún en el caso de que existiese esta discrepancia, es muy discutible que fuese correcta la presentación de la cuestión de inconstitucionalidad. Y ello nos desplaza al primero de los temas que queríamos abordar en este comentario.








�



¿FUE CORRECTO EL PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN ESTE SUPUESTO?








	Fue el Fiscal General del Estado quien planteó críticamente este tema. Se mostró partidario de la desestimación de la cuestión por falta de requisitos procesales y ser notoriamente infundado su planteamiento (art. 37.1 de la LOTC y STC 186/1990, que afirmó que la falta de presupuestos procesales podría ser apreciada por el Tribunal Constitucional, aún superado el trámite de admisión y que, en este caso, conduciría a un pronunciamiento de desestimación). 





Consideró, en efecto, que tanto el art. 163 de la CE como el art. 35.1 de la LOTC exigen, como un prius al planteamiento de la cuestión, que el Juez o Tribunal considere que la norma a enjuiciar “pueda ser contraria a la Constitución”, de donde se deduce que no deben plantearse cuestiones de inconstitucionalidad en aquellos casos en que el Juez o Tribunal estimen que la norma a aplicar no es contraria a la Constitución, como sucedía en el supuesto que nos ocupa, según pusimos de manifiesto. Por ello,  en opinión del Fiscal General del Estado, la Audiencia debió resolver el pleito conforme a su criterio, abriendo la vía casacional a la parte perjudicada por el fallo,  y no proceder al planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad.





En el mismo sentido se pronuncia el Magistrado Sr. Cruz Villalón en su Voto Particular a la Sentencia comentada. Allí considera que instar la cuestión de inconstitucionalidad cuando el Juez no considera que la norma cuestionada puede ser inconstitucional desvirtúa el sentido de este procedimiento, como ha puesto de manifiesto el Tribunal Constitucional desde sus primeros pronunciamientos (STC 17/1981). 





Esta apreciación sigue siendo válida por lo que se refiere a las leyes preconstitucionales, cuyo régimen general de control de la constitucionalidad quedó establecido en la STC 4/1981 (F.J. 1º):





“Así como frente a las leyes posconstitucionales el Tribunal ostenta un monopolio para enjuiciar su conformidad con la Constitución, en relación a las preconstitucionales los Jueces y Tribunales deben inaplicarlas si entienden que han quedado derogadas por la Constitución, al oponerse a la misma; o pueden en caso de duda, someter este tema al Tribunal Constitucional por la vía de la cuestión de inconstitucionalidad”.





Como apunta el Sr. Cruz Villalón, en su Voto Particular a la Sentencia que comentamos, lo que pretendía el Tribunal Constitucional es excluir de la cuestión de inconstitucionalidad aquellos casos en los que no hay duda y sí certeza, ya sea de la inconstitucionalidad, ya sea de la constitucionalidad. En esto se diferencia del supuesto de las leyes posconstitucionales, en los que la cuestión puede formularse tanto en caso de duda como en caso de certeza de la inconstitucionalidad. 





Reitera aquí el ilustre constitucionalista su propuesta formulada en el Voto Particular a la STC 73/1996, según la cual las cuestiones de inconstitucionalidad en relación con normas preconstitucionales deben limitarse a aquellos casos en que exista una “duda razonable” por parte del órgano judicial a quo sobre la conformidad con la Constitución de dichas normas. Estima que la cuestión de inconstitucionalidad no debe utilizarse únicamente para conseguir una declaración de carácter general sobre el tema. En los primeros tiempos de existencia del Tribunal Constitucional, tal vez tenía más sentido someter a su juicio el ordenamiento preconstitucional (que entonces era casi todo el ordenamiento). Pero en la actualidad, y teniendo en cuenta la sobrecarga de trabajo del Tribunal Constitucional, es más razonable confiar la tarea de depurar las normas preconstitucionales preferentemente a los tribunales ordinarios (con la posibilidad de que el Tribunal Supremo, en la resolución de los recursos de casación, unifique la posible jurisprudencia contradictoria).





El Sr. Cruz Villalón apunta, además, otra razón por la que debió inadmitirse la cuestión de inconstitucionalidad: no se ha aportado ninguna norma con rango de ley que pueda ser objeto de una cuestión de inconstitucionalidad, según el art. 163 de la CE. Aunque estamos de acuerdo con este planteamiento, no nos detendremos en él -está suficientemente expuesto en la propia Sentencia(3)�- y sí en el tema de fondo, esto es, si las normas cuestionadas contradicen o no el art. 14 de la Constitución, que enuncia el principio de igualdad y de no discriminación por razón de sexo. 











¿LAS NORMAS CUESTIONADAS SON CONTRARIAS AL ART. 14 DE LA CONSTITUCIÓN?








	Conviene recordar aquí, aunque sea brevemente, el significado del principio de igualdad y no discriminación, hasta enlazar con la prohibición constitucional de discriminación por razón de sexo. 





	El principio de igualdad formal o igualdad ante la ley constituyó uno de los postulados fundamentales del Estado liberal de Derecho y fue enunciado por Leibholz como el reconocimiento de la identidad de estatuto jurídico de todos los ciudadanos, lo que implica la garantía de paridad de trato en la legislación y en la aplicación del Derecho(4)�. 





Pero el entendimiento del principio de igualdad en el Estado liberal experimenta un salto cualitativo cuando la igualdad pasa a configurarse como un límite frente al legislador y se habla, entonces, de igualdad en la ley. La primera muestra de este salto cualitativo la constituye la aprobación, en 1870, de las enmiendas decimotercera y decimoquinta de la Constitución federal norteamericana. Como un resultado lógico de la Guerra de Secesión, estas enmiendas introducen, por vez primera, cláusulas específicas de no discriminación por razón de raza o servidumbre. Su característica más relevante consiste en que estas enmiendas se configuran no como la proclamación de una serie de principios más o menos imprecisos, sino como un límite real a la potestad legislativa de los Estados y de la Federación, límite que se opone a la emanación de disposiciones que vulneren dichas prohibiciones de discriminación(5)�.





A las mismas conclusiones se llega en Europa, donde la doctrina jurídico-pública alemana, interrogándose sobre el significado del art. 119.1 de la Constitución de Weimar de 1919  -“todos los alemanes son iguales ante la ley”-, propone la consideración de la igualdad como un requisito del contenido de la ley, como una exigencia, “no sólo frente a la arbitrariedad de la Administración, sino también frente al legislador”, como afirma Leibholz en 1925(6)�.





Como es conocido, tras la Segunda Guerra Mundial, las tesis de Leibholz triunfaron en toda línea, sobre todo por la conversión de la igualdad en un derecho fundamental, vinculante también para el legislador. Así lo establece claramente el art. 1.3 de la Ley Fundamental de Bonn y así se desprende de la doctrina y jurisprudencia constitucionales alemanas. Y tras ellas, llegaron a las mismas conclusiones la Corte Constitucional italiana, el Tribunal de Estrasburgo y nuestro propio Tribunal Constitucional (no en vano el art. 53.1 de la Constitución española establece que el principio de igualdad del art. 14 -como el resto de los derechos contenidos en el Capítulo segundo del Título primero- “vincula a todos los poderes públicos”, incluído el legislador)(7)�. En efecto, el doble carácter de la igualdad como principio y como derecho está afirmado en la abundante jurisprudencia constitucional sobre el tema, de la que destacamos la STC 49/1982:





“El art. 14 de la CE, al establecer el principio general de que los españoles son iguales ante la ley, establece un derecho subjetivo a obtener un trato igual, impone una obligación a los poderes públicos de llevar a cabo ese trato igual y, al mismo tiempo, limita al poder legislativo y los poderes de los órganos encargados de la aplicación de las normas jurídicas” (F.J. 2º).








Como límite frente al legislador, el principio de igualdad tiene mayor contenido, obligando a aquél a fundamentar las diferenciaciones normativas(8)�. Se refiere, entonces, el principio al conjunto de condiciones que, en relación con los individuos, la norma establece para adjudicar las consecuencias. El contenido de esas condiciones es lo que determina el carácter de igual o desigual de la norma(9)�.





Partiendo de la aceptación de principio de que las normas no han de tratar a todos por igual, sino que pueden y deben tomar en cuenta las diferencias humanas para llevar a cabo paralelas diferencias en las consecuencias normativas, el principio de igualdad trata precisamente de establecer cuándo está justificado establecer diferencias en estas consecuencias normativas. De este modo, dicho principio se expresa en la dimensión genérica de no discriminación, que consiste simplemente en la cancelación de ciertas diferencias humanas como razones relevantes para la diferenciación normativa(10)�.





Algunas de las diferencias humanas que se han considerado tradicionalmente como discriminatorias son las basadas en la raza, el sexo y las demás circunstancias  enumeradas en el art. 14 de la Constitución española. De forma que cuando una diferenciación normativa tenga su fundamento en una de estas circunstancias, es considerada por el legislador y el Tribunal Constitucional como particularmente odiosa(11)�. Y de todos los criterios de discriminación enumerados en el art. 14 CE, destacan la raza y el sexo como causas de diferenciación normativa especialmente proscritas (la descalificación racial o sexual se produce por una circunstancia innata e inamovible, no por un determinado comportamiento del que pudieran ser responsables sus víctimas)(12)�.  





En estos supuestos, el principio de igualdad no se traduce simplemente en la exigencia de la razonabilidad de la diferencia de trato, sino en la prohibición de que una de esas circunstancias por sí mismas, y el sexo en particular, pueda ser motivo de trato desigual (SSTC 75/1983, 128/1987, 207/1987, entre otras). La consecuencia es la necesidad de utilizar un canon mucho más estricto a la hora de controlar la constitucionalidad de una medida jurídica diferenciadora establecida en función de una de esas circunstancias. Pues bien, esta doctrina es reconocida expresamente por la Sentencia que comentamos, en su Fundamento Jurídico Octavo, aunque luego, inexplicablemente, se aparta de la misma para considerar la existencia de ámbitos exentos de aplicación del principio de igualdad.





Y la razón que se alega en la STC 126/1997 para justificar la no aplicación del principio de igualdad al particular ámbito de la sucesión de los títulos nobiliarios no es el carácter histórico de los mismos. No puede serlo, puesto que, como la misma Sentencia afirma en el Fundamento Jurídico Octavo, “el carácter histórico de una institución no puede excluir, por sí solo, su contraste con la Constitución”.





La razón que se alega en la STC 126/1997 para la no aplicación del principio de igualdad en este supuesto es que los títulos nobiliarios carecen de contenido jurídico-material alguno, más allá del derecho a usar un nomen honoris, teniendo un contenido meramente simbólico. Pues bien, según se argumenta en la Sentencia (Fundamento jurídico Duodécimo), “este carácter excluye, en principio, la existencia de una posible discriminación al adquirirlo, tanto por vía directa como por vía sucesoria”.





Ahora bien -como pone de manifiesto el Magistrado Sr. Cruz Villalón en su Voto Particular-, no hay ninguna razón para que el carácter simbólico de una institución excluya la aplicación a la misma del principio de igualdad y de toda la Constitución. A este respecto, conviene recordar los términos de la STC 27/1982, tantas veces citada en la Sentencia que comentamos, cuando establece la necesidad de controlar la constitucionalidad de determinados aspectos del régimen de los títulos nobiliarios, especialmente los relativos a su trasmisión (F.J. 2º).





Pero es que, además, no es cierto que los títulos nobiliarios carezcan de contenido jurídico-material alguno, como lo prueban los múltiples pleitos planteados en reclamación de los mismos. También el derecho a un nomen honoris es un derecho de contenido jurídico. Y muestra también de que los títulos nobiliarios poseen este contenido en la actualidad es la previsión constitucional en el art. 62 f) de su concesión por el Rey y su reconocimiento mediante Orden del Ministerio de Justicia(13)�.





Por ello, es preciso concluir que no debe haber ningún ámbito exento a la aplicación del principio de igualdad y no discriminación por razón de sexo, tampoco el ámbito de la sucesión nobiliaria, como ya había apreciado el Tribunal Supremo en su jurisprudencia anterior a esta Sentencia 126/1997 del Tribunal Constitucional(14)�.





� En concreto, se pueden citar el RD 602/1980, de 21 de marzo, por el que se rehabilitan títulos antiguos; el RD 1216/1981, de 23 de junio, por el que se crean nuevos títulos con carácter vitalicio y los Reales Decretos 1225 y 1226/1981, de 24 de junio, por los que se crean nuevos títulos con carácter perpetuo y con indicación de su respectivo y variable orden sucesorio. 


� Ello a pesar de la opinión de algún ilustre autor, como J. GARCÍA TORRES, expresada en su importante trabajo “Sint ut fuerunt. La sucesión nobiliaria en la Sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de julio de 1997”, REDC núm.  52, 1998, -trabajo que sólo he podido consultar estando este mismo en prensa-. Según este autor, la STC 126/1997 es una consecuencia lógica de las argumentaciones vertidas en la anterior STC 82/1997: “lo que se dice para esta condición que en 1733 se impuso para la adquisición mortis causa del Marquesado de Cartagena, ha de afirmarse para cualquier otra pieza del régimen nobiliario cual es la regla de la varonía” (pag. 231).


� También está brillantemente expuesto en un reciente trabajo de B. CLAVERO, “Sexo de Derecho, acoso de justicia (Comentario de Jurisimprudencia), REDC núm. 52, 1998, quien dice refiriéndose a las Partidas -única norma entre las cuestionadas que contiene una previsión específica sobre la preferencia del varón en la sucesión, no de títulos nobiliarios, sino de la Corona, previsión que había sido aplicada analógicamente a la sucesión de los títulos nobiliarios- : “Es un sinsentido plantearse la categoría legislativa de normas preconstitucionales en el significado de anteriores al tiempo constitucional. El sistema histórico era consuetudinario y jurisprudencial Aún utilizándose profusamente el término de ley, no había entonces normas que puedan calificarse hoy como legales y menos si se hace con el mínimo rigor constitucional de la legitimidad parlamentaria, ya no digo con sufragio universal y régimen de libertades” (pags. 198-199).


� G. LEIBHOLZ, Die Gleichheit vor dem Gesetz, Munich-Berlín, C.H. Beck (primera eidición, 1925), 1959, pag. 16.


� Vid. J.A. SANTAMARÍA PASTOR, “Igualdad y Derecho público”, en el colectivo editado por la Dirección General del Servicio Jurídico del Estado El principio de igualdad en la Constitución española, vol. II, Madrid, 1991, 1284. Vid., también, E. CARMONA CUENCA, “El principio de igualdad material en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional”, REP núm. 84, 1994, pag. 268.


� G. LEIBHOLZ, ob. cit., pag. 34.


� Sobre el tema, vid. J. SUAY RINCÓN, “El principio de igualdad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional” en VV.AA. Estudios sobre la Constitución española. Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría, Tomo II, Civitas, Madrid, 1991. 


� J. JIMÉNEZ CAMPO, “La igualdad jurídica como límite frente al legislador”, en REDC núm. 9, 1983, pag. 76.


� Vid. F.J. LAPORTA, “El principio de igualdad: introducción a su análisis”, en Sistema, núm. 67, 1985, pag. 11.


� El significado del principio de prohibición de discriminación, entendido con sustantividad propia y distinta de una general no razonabilidad de la medida diferenciadora es descrito acertadamente, entre nosotros, por M. RODRÍGUEZ-PIÑERO y M.F. FERNÁNDEZ, Igualdad y discriminación, Tecnos, Madrid, 1986. Sobre el concepto de discriminación, especialmente la discriminación por razón de sexo, vid. M.A. BARRÈRE UNZUETA, Discriminación, Derecho antidiscriminatorio y acción positiva en favor de las mujeres, Civitas, Madrid, 1997, pags. 19-32.


� F. REY MARTÍNEZ, El derecho fundamental a no ser discriminado por razón de sexo, McGraw-Hill, Madrid, 1995, pag. 56. El Derecho comunitario también reconoce expresamente la eliminación de toda discriminación por razón de sexo como derecho fundamental; vid. STJCE de 15 de junio de 1978, caso Defrenne II, citada por este autor, ob. cit., pags. 57-58.


� Idem., pag. 60.


� Vid. las aportaciones de F. CAAMAÑO en el resumen de la doctrina del Tribunal Constitucional durante el segundo cuatrimestre de 1997, REDC núm. 51, 1997, pag. 246. Vid., también, M. A. MARTÍN VIDA, “La cuestionable vigencia del principio de masculinidad en la sucesión de títulos nobiliarios (comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional 126/1997, de 3 de julio), en REP núm. 99, 1998 y S. CARRETERO SÁNCHEZ, “Títulos nobiliarios. Principio de igualdad y discriminación por sexo”, La Ley, 7 de mayo de 1998.


� La jurisprudencia posterior, como es lógico, ha sido corregida para adaptarse a la STC 126/1997, dado el carácter vinculante de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (art. 40.2 LOTC y art. 5.1 LOPJ). Pero es que, además, la STC 126/1997 ha seguido produciendo consecuencias discriminatorias de distinta índole. Así, un dictamen del Consejo de Estado de fecha 30 de abril de 1998 ha atribuído un título nobiliario al sobrino de su titular al fallecimiento de éste, con preferencia a la hija extramatrimonial del fallecido, todo ello en clara contradicción con el art. 39.2 de la Constitución, que establece la igualdad de los hijos ante la ley con independencia de su filiación. Con ello, la aplicación de este precepto constitucional ha quedado supeditada a la de la Carta de Concesión del título en cuestión, que establecía que los llamados a la sucesión del mismo serían los hijos y sucesores legítimos. En el momento de terminar estas líneas tenemos conocimiento de que la actora civil del proceso a quo, origen de la cuestión de inconstitucionalidad concluida mediante la STC 126/1997,  ha recurrido ante la Comisión Europea de Derechos Humanos por presunta vulneración del derecho a la igualdad de los sexos, consagrada en el art. 14 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.
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